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Medellín, treinta (30) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 
Proceso DECLARATIVO RCE 

Radicado 05001 31 03 007 2021 00440 01 

Demandante ALEJANDRO ARIAS FIGUEROA Y OTROS 

Demandada MAPFRE SEGUROS GENERALES DE 
COLOMBIA S.A. Y OTROS 

Juzgado origen SÉPTIMO CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN  

 
Decide el Despacho la apelación interpuesta frente al auto del 17 de 
junio de 2022, mediante el cual se negó la prueba pericial presentada 
por la parte demandante.  
 

1. ANTECEDENTES. 
 
Mediante auto del 17 de junio del año en curso, el juzgado de origen 
señaló fecha para llevar cabo las audiencias previstas en los artículos 
372 y 373 del CGP y decretó pruebas, particularmente, resolvió negar 
el dictamen pericial aportado por la parte demandante, toda vez que 
fue emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de 
Antioquia, a solicitud de la Fiscalía 55 Local de Itagüí y, en atención lo 
dispuesto en el artículo 54 del Decreto 1352 de 2013, solo tendría 
validez para el proceso penal que lo requirió. 
 
Agregó que, si se informó a la Junta otra destinación para el dictamen, 
aquel se emitió sin conocimiento de la persona contra quien se 
pretendía esgrimir, lo que contraría el artículo 29 de la Constitución 
Política, adicionalmente que, tal circunstancia se advirtió desde la 
inadmisión de la demanda, sin embargo, la parte se mostró rebelde a 
atender el llamado realizado1. 
 
El apoderado de la parte actora interpuso recurso de apelación contra 
la decisión2, medio impugnativo concedido en el efecto devolutivo por 
auto del 24 de junio de la anualidad3. 
 

2. EL RECURSO. 
 
El recurrente se opuso a lo resuelto, argumentó que, el rechazo de la 
prueba es una decisión que contiene un análisis frío, de legalidad 
extrema y excesivo, pues anular un documento que da alto grado de 
certeza de la extensión de las lesiones, secuelas y perjuicios 
ocasionados a la víctima es violatorio del principio de indemnización 
integral y de libertad probatoria e impone cargas adicionales para la 

                                                           
1 Ver archivo 41FijaFechaAudienciaDecretaPruebas202100440 
2 Ver archivo 48RecursoApelacion202100440 
3 Ver archivo 49ConcedeApelacion202100440 
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acreditación de la pérdida de capacidad laboral, asunto que ya fue 
dictaminado, por tanto, sería reprochable y de mala fe que la parte 
desconozca su resultado. Destacó que el dictamen arrojó como 
conclusión valores objetivos que se desprenden de los diagnósticos 
médicos contrastados con el manual de calificación vigente.  
 
Refirió que el artículo 174 del CGP no fue derogado, ni modificado por 
el Decreto 1352 de 2013, norma que regula la prueba trasladada, 
siendo posible que se incorporar la prueba de un proceso penal a uno 
civil y que sea valorada, siempre que se garantice la contradicción, 
correspondiéndole al juez en la sentencia otorgar el mérito 
probatorio. Por ende, la pericia no puede ignorarse, máxime cuando 
es la prueba por excelencia para la determinación y liquidación del 
lucro cesante, fue realizada por entidad capacitada, idónea e imparcial 
y no existe precedente consolidado que constituya doctrina probable 
en el asunto. 
 
Añadió que, en el evento que se considere improcedente el dictamen 
elaborado a órdenes de la Fiscalía, correspondía al juez acudir al 
decreto oficioso de la prueba como deber previsto en el artículo 42 del 
CGP y; solicitó revocar la decisión para que, se decrete el dictamen 
elaborado por la Junta de Calificación de Invalidez, subsidiariamente 
ordenar la prueba de oficio. 
 
Del recurso se corrió traslado secretarial4, sin pronunciamiento de la 
contraparte. 
 

3. CONSIDERACIONES. 
 
3.1 COMPETENCIA. 
 
Por disposición del artículo 321 del CGP, el recurso de apelación 
contra autos procede solamente en contra de aquellos que la misma 
norma relaciona o que precisan disposiciones especiales, listado 
taxativo dentro del que se encuentra el proveído atacado en el 
numeral 3. 
 
Para resolver, dispone el artículo 328 de la misma obra que, salvo 
decisiones que se deban adoptar de oficio, el superior debe limitar su 
análisis a las razones de inconformidad expuestas por el recurrente. 
 
3.2 PROBLEMA JURÍDICO. 
 

                                                           
4 Ver archivo 61Treslado15 
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Le corresponde a la Sala determinar si la decisión de negar el decreto 
del dictamen pericial elaborado por la Junta Regional Calificación de 
Invalidez de Antioquia, se encuentra ajustada a derecho o, si el 
despacho debió acceder a su práctica como lo reclaman los 
demandantes. 
 
3.3 FUNDAMENTOS JURÍDICOS. 
 
Para dirimir el problema jurídico que convoca hoy a esta instancia es 
apropiado citar el marco normativo respectivo.  
 
Dictamen pericial (normatividad). 
 
La regulación concerniente a la procedencia, aportación, 
contradicción, práctica y valoración del trabajo pericial se encuentra 
prevista en los artículos 226 y siguientes del Código General del 
Proceso. 
 
Establece el Estatuto Procesal que el dictamen pericial procede “para 
verificar hechos que interesen al proceso y requieran especiales 
conocimientos científicos, técnicos o artísticos” (art. 226) y debe 
contener los requisitos mínimos que señala la norma; debe aportarse 
en la debida oportunidad probatoria, esto es, en la demanda (art. 82) 
o en el término para solicitar las adicionales (art. 370), y el convocado 
con su contestación (art. 96) e, incluso, cualquiera de las partes, dentro 
del plazo especial del artículo 227. Para la contradicción del dictamen 
se puede “solicitar la comparecencia de perito a la audiencia, aportar 
otro o realizar ambas actuaciones” (art. 228) y se apreciará conforme 
“las reglas de la sana crítica, teniendo en cuenta la solidez, claridad, 
exhaustividad, precisión y calidad de sus fundamentos, la idoneidad del 
perito y su comportamiento en audiencia, y las demás pruebas que obren 
en el proceso”. 
 
Rechazo de pruebas (normatividad y jurisprudencia). 
 
El artículo 168 del CGP prevé las causales por las que debe motivarse 
el rechazo de cualquier medio de prueba, a saber, las “ilícitas, las 
notoriamente impertinentes, las inconducentes y las manifiestamente 
superfluas o inútiles”, categorización a la que debe acudirse en el marco 
del examen de admisibilidad probatoria. 
 
La prueba es impertinente cuando el medio probatorio solicitado no 
guarda relación con lo que se debe demostrar en el juicio o, dicho en 
otras palabras, se invoca para comprobar hechos que no tienen 
relación con lo que se discute en el proceso; es inconducente cuando 
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no es la prueba autorizada o ha sido limitada legalmente para probar 
determinado hecho o determinado suceso. La prueba 
manifiestamente superflua se relaciona con aquellas que no tienen 
razón de ser, sobran, o el hecho ya está demostrado o está exento de 
prueba. 
 
El artículo 29 de la Constitución Política instituye el derecho al debido 
proceso desde diferentes aristas, entre ellas la garantía de “presentar 
pruebas”, así como la posibilidad controvertir las que se aduzcan en 
contra y, agrega que “es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con 
violación del debido proceso”, referencia que ha permitido distinguir 
entre las prueba ilícitas y la ilegales, “entendiendo por las primeras, 
aquellas que causan desmedro a los derechos constitucionales 
fundamentales de quienes intervienen en el respectivo juicio o de terceros 
a él; y por las segundas, las que evidencian irregularidades que 
comprometen el cabal cumplimiento de las normas legales encargadas de 
su gobierno, en cualquiera de las distintas fases que integran su 
materialización (decreto, práctica o valoración)”5. 
 
3.4 CASO EN CONCRETO. 
 
La finalidad principal de los medios de prueba es llevar al juez al 
convencimiento de los hechos o excepciones planteados, de ahí, la 
exigencia consagrada en el artículo 164 del CGP que establece “toda 
decisión judicial debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente 
allegadas al proceso”, medios que se encuentran enunciados con 
carácter no taxativo en el artículo 165: “la declaración de parte, la 
confesión, el juramento, el testimonio de terceros, el dictamen pericial, 
la inspección judicial, los documentos, los indicios, los informes” y, añade 
la norma “cualesquiera otros medios que sean útiles para la formación 
del convencimiento del juez”, enunciado a partir del cual se establece el 
principio de libertad probatoria que rige en el ordenamiento procesal. 
 
Las reglas concernientes a la aportación, decreto, practica y valoración 
de pruebas se encuentran consolidadas en el CGP, concretamente, el 
juicio de admisibilidad probatoria exige del funcionario judicial un 
control de pertinencia, necesidad y legalidad congregado en el artículo 
168 del CGP, norma que regula las causales por las cuales debe 
motivarse el rechazo de una prueba, esto es, la  ilícita, impertinente, 
inconducente, la manifiestamente superflua o inútil, de manera que, 
existiendo norma que regula la admisión probatoria resulta ineludible 

                                                           
5  CSJ SC de 16 jul. 2008, rad. 2005-00286. Reiterado en AC3167/2022 
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motivar el rechazo probatorio con fundamento en los presupuestos 
legales. 
 
En el asunto que convoca la atención del Despacho, la parte actora 
presentó demanda de responsabilidad civil extracontractual derivada 
de un accidente de tránsito y anexó como prueba dictamen pericial 
elaborado por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de 
Antioquia, originado por solicitud de la Fiscalía 55 Local de Itagüí, 
según motivo de valoración plasmado en la experticia y remisión del 
30 de septiembre de 2020 dirigida a la entidad solicitante6. 
 
El juzgado de origen negó la prueba con base en el artículo 54 del 
Decreto 1352 de 2013, norma que prevé “(…) Los dictámenes emitidos 
en las actuaciones como perito no tienen validez ante procesos 
diferentes para los que fue requerido (…)”, en consecuencia, concluyó 
que el dictamen solo tenía validez en el proceso penal del cual fue 
requerido. 
 
El razonamiento del a quo resulta desacertado por falta de motivación 
fundada en alguna de las causales que establece la norma procesal 
para el rechazo de la prueba y no encuentra la Sala que, la razón 
aducida por el juzgado, se encuentre contenida en la categorización 
del artículo 168 del CGP. 
 
En efecto, a voces del artículo 226 ibidem, el dictamen pericial tiene 
como propósito llevar el juez al convencimiento de hechos que 
requiere, entre otros, especiales conocimientos científicos, como 
ocurre en el caso que se analiza, pues la determinación de pérdida de 
capacidad laboral, requiere de conocimientos que obedecen a las 
reglas y parámetros establecidos por la ciencia, por tanto, resulta 
pertinente, conducente y útil para la demostración de la pérdida de 
capacidad productiva de una persona, específicamente, de quien sufre  
la merma con ocasión de un accidente de tránsito hecho jurídicamente 
relevante en el proceso y tiene un efecto significativo en la 
demostración de la existencia y cuantificación del daño. 
 
Adicionalmente, no califica como prueba ilícita, en la medida que su 
producción no está revestida de coacción, tratos crueles, degradantes 
u otro escenario que desconozca derechos fundamentales, tales como 
como el debido proceso o la intimidad. La valoración se fundó en la 
historia clínica de la víctima y una entrevista virtual que le fue 
realizada el 11 de septiembre de 2020, conforme muestra el dictamen, 
lo que denota que se realizó con la aquiescencia de la persona objeto 

                                                           
6 Ver archivo 03.Demanda páginas 197 y 198 
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de calificación, sin que muestre rasgo alguno de vulneración de 
derechos fundamentales. 
 
Cabe anotar que, si bien el juez adujo que la obtención del dictamen se 
produjo sin la citación de la persona contra la cual se aduciría el medio 
de convicción, la regulación que cita el juzgado, concretamente el 
artículo 2 del Decreto 1352 de 20137, no prevé la obligación de 
notificar en la actuación administrativa a la contraparte de un futuro 
proceso judicial, circunstancia que en todo caso, no interesa para los 
efectos del litigio. Lo que importa es que se surta la contradicción 
según las reglas propias previstas en el artículo 228 del CGP, norma 
vinculante para tal ejercicio, cuyo propósito es la garantía de la 
contradicción como aspecto que integra el debido proceso, por lo 
tanto, no se acoge el argumento esgrimido, pues tampoco tiene la 
virtualidad de situar el medio de convicción en prueba ilícita.  
 
Aunado a lo anterior, no se advierte que el dictamen pericial allegado 
sea prueba ilegal definida como aquella que “afecta el debido proceso 
desde el punto de vista procesal formal (incompatibilidad con las formas 
propias de cada juicio)8”, pues no se observa que la pericia aportada 
por la parte actora transgreda previsiones normativas en materia de 
pruebas, contrario a ello, se aportó en la debida oportunidad, esto es, 
con la presentación de la demanda y, como se expuso, resulta útil, 
pertinente, conducente y no constituye prueba ilícita, de donde se 
puede deducir que, su aportación al proceso es oportuna y cumple con 
los criterios de legalidad que instituye el CGP, estatuto que rige las 
formas propias de los juicios en materia civil. 
 
La previsión establecida en el Decreto 1352 de 2013 de ninguna 
manera compromete las reglas que, en materia de juicio de 
admisibilidad probatoria establece el CGP, lo anterior, a tono con el 
artículo 1° del Estatuto que dispone: “Este código regula la actividad 
procesal en los asuntos civiles (…)”, y no tiene la virtualidad de 
modificar, reformar o derogar normas estatutarias, las cuales, por 
razón de su contenido material solo pueden ser aprobadas, 
modificadas o derogadas en la forma dispuesta en el artículo 153 de la 
Constitución Política. 
 
 

                                                           
7 Norma que establece:  ARTÍCULO 2°. Personas interesadas. Para efectos del presente decreto, se entenderá como 
personas interesadas en el dictamen y de obligatoria notificación o comunicación como mínimo las siguientes:  
 1. La persona objeto de dictamen o sus beneficiarios en caso de muerte; 2. La Entidad Promotora de Salud;   
3. La Administradora de Riegos Laborales; 4. La Administradora del Fondo de Pensiones o Administradora de Régimen 
de Prima Media; 5. El Empleador; 6. La Compañía de Seguro que asuma el riesgo de invalidez, sobrevivencia y muerte. 
8 Corte Constitucional. Sentencia T916/2008 
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Resulta pertinente agregar que, la Corte Suprema de Justicia ha 
sostenido que, la falta de los requisitos del artículo 226 del CGP no 
genera rechazo del dictamen pericial, los mismos cumplen la finalidad 
de dotarlo de credibilidad, idoneidad, fundamentación e 
imparcialidad, aspectos que deber ser apreciados por el juez en la 
sentencia9. 
 
Con relación a la sentencia STC 8427 de 2021, se debe indicar que en 
dicha providencia no emanó de la Corte un juicio de valor que 
comprometa el criterio del órgano judicial, en el sentido de avalar el 
rechazo de la prueba con fundamento en el parágrafo del artículo 54 
del Decreto 1352 de 2013, pues su lectura muestra que, no prosperó 
el amparo por los límites propios que rodea la procedencia de la acción 
de tutela contra decisiones judiciales, pues advirtió que la providencia 
cuestionada no revelaba arbitrariedad o desmesura y “la sola 
divergencia conceptual no es fuente de la demanda de amparo, porque, 
más allá de que se comparta o no la hermenéutica utilizada por el 
juzgador, (…) ello no descalifica su decisión ni la convierte en caprichosa 
y con entidad suficiente de configurar vía de hecho”, razonamiento que, 
como se anotó, no configura criterio jurisprudencial en el asunto 
objeto de censura. 
 
Agréguese que, si bien el parágrafo del artículo 54 del Decreto 1352 
de 2013 prescribe que el dictamen solo tiene valor en el proceso para 
el que fue requerido, también es cierto que en el proceso penal se 
dispone regulación tendiente a la reparación integral, mismo 
propósito que busca el presente proceso, compartiendo la 
especialidad civil y la penal la necesidad de la demostración de los 
perjuicios reclamados, a cuyo convencimiento puede llegar el juez, 
mediante la práctica de un dictamen pericial elaborado por la Junta de 
Calificación que valore la pérdida de capacidad laboral de una persona, 
así, no solo sirve de propósito para el establecimiento de situaciones 
previstas en el Sistema de Seguridad Social, sino que se extiende a la 
búsqueda de reparación integral a las víctimas, principio común del 
proceso civil y penal, este último conforme tramite incidental que 
regula la normatividad en la materia10, por consiguiente, el 
razonamiento del juez por la existencia de la norma, no es óbice para 
que se admita el medio de prueba. 
 
                                                           
9 Ha dicho la Corte: “En definitiva, conforme a lo establecido por la legislación adjetiva, la cual no 
contempla causales de inadmisión o rechazo temprano de la prueba pericial, es la sentencia el escenario 
propicio para que el juez valore, de acuerdo a cada caso concreto, el apego del trabajo elaborado por un 
experto a los requisitos mencionados, pues de su cumplimiento, en mayor o menor medida, se edificará 
la fiabilidad y el mérito que será otorgado al medio suasorio y su incidencia para la solución de cada 
causa en particular”. STC 7722/2021. 
10 Incidente de reparación integral regulado en los artículos 102 y ss. de la Ley 906 de 2004 
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En suma, el rechazo de las pruebas debe motivarse según las causales 
que consagra el artículo 168 del CGP, sin que el dictamen pericial se 
encuentre inmerso en alguna de ellas; el parágrafo del artículo 54 del 
Decreto 1352 de 2013 no regula el juicio de admisibilidad de pruebas 
y no tiene la virtualidad de modificar, derogar o suplir normas 
estatutarias, como las contenidas en el CGP; el proceso penal también 
contempla un procedimiento que sirve a la búsqueda de la reparación 
integral, como en el proceso civil, en ambas especialidades resulta útil 
el dictamen de pérdida de capacidad laboral para la determinación del 
daño, razones por las cuales se revocará el proveído apelado, en su 
lugar, se ordenará el decreto del dictamen pericial aportado por la 
parte demandante. 
 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 
Medellín, Sala Unitaria de Decisión Civil,  
 

4. RESUELVE. 

 
PRIMERO: REVOCAR el auto del 17 de junio de 2022 en lo 
concerniente a la negativa de la prueba pericial presentada por la parte 
demandante, por tanto, deberá el a quo proferir decisión decretando la 
prueba. Sin condena en costas. 
 
SEGUNDO: REMITIR el expediente al juzgado de origen. 
 

NOTIFÍQUESE 
 
 
 

SERGIO RAÚL CARDOSO GONZÁLEZ 
Magistrado 


